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Resumen: Cartagena de Indias fue una de las cabeceras legales del
comercio de esclavos junto con Veracruz y Portobelo. El negocio del tráfico de
esclavos estuvo en manos de los portugueses, que poseían colonias en África. Cuando
a partir de 1580 se unieron las dos coronas bajo Felipe ii la presencia de portugueses se multiplicó en los puertos
americanos. Tras la separación de Portugal en 1640 el negocio del comercio
esclavista, que había estado en manos privadas portuguesas y que dio lugar a
numerosos abusos, quebró. Ante la urgencia de proveerse de esclavos, el
gobernador José Daza, en 1674, asumió la responsabilidad de importar esclavos
de Jamaica y Curaçao, pero lejos de eliminar la corrupción de empresarios
particulares, la elevó a sus más altas cotas. Así que lo que parecía el remedio
de la corrupción se convirtió en su mayor perjuicio y ruina en 1697, cuando
llegaron los enemigos.
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Abstract: Cartagena de Indias was one of the legal hubs of the slave trade
alongside Veracruz and Portobelo. The slave trafficking business was controlled
by the Portuguese, who held colonies in Africa. Following the union of the two
crowns under Philip II in 1580, Portuguese presence in American ports greatly
increased. After Portugal’s secession in 1640, the Portuguese-controlled
private slave trade business, which had led to numerous abuses, collapsed.
Facing an urgent need to supply slaves, Governor José Daza took charge of
importing slaves from Jamaica and Curaçao in 1674. However, rather than
reducing the corruption of private entrepreneurs, he elevated it to new
heights. Thus, what appeared to be a solution to corruption ultimately became
its greatest detriment, leading to ruin in 1697 when the enemies arrived.
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1. Cartagena de Indias en el marco estratégico del virreinato peruano


En el siglo xvii, del que se va a tratar en este trabajo, la ciudad de
Cartagena de Indias (en adelante Cartagena para simplificar) vivió algunas
transformaciones, como el traspaso del dominio rural mantenido por los
encomenderos, que habían dominado el cabildo, a los comerciantes y
funcionarios, cada vez más activos y numerosos. Por otro lado, las bases
económicas, que nunca habían sido muy sólidas, se asociaron definitivamente al
negocio del comercio y específicamente al de la importación de esclavos,
negocio fuertemente vinculado a los hombres de negocios portugueses, no solo a
los de grandes fortunas, sino a la multitud de empleados, representantes de
aquellos, comisionistas y gente de confianza de las grandes firmas, que sumaban
más de un centenar. Está claro que el poder genera abusos y en ellos cayeron
estos empresarios con la complicidad de las autoridades, tanto en la península
como, sobre todo, en Indias. La administración se había propuesto, en ocasiones,
que las autoridades locales asumieran directamente las importaciones de mano de
obra esclava para evitar los abusos de los empresarios portugueses. Tras la
traumática separación de Portugal y el fracaso de diversos asientos con
particulares, se llevó a cabo, de forma no muy clara, el control del negocio de
esclavos por parte de los gobernadores de Cartagena de forma encubierta o
manifiesta. Pero lejos de acabar con la corrupción que habían achacado a los
portugueses, el nivel de corrupción llegó a su máximo nivel, lo cual llevaría
consigo consecuencias desastrosas. 







2. La ciudad


Cartagena fue especial, aunque no por su
dimensión, pues solo alcanzó un tamaño medio con algo menos de 7000 habitantes
en la segunda mitad del siglo xvii[1] y 13 690 en el censo de 1777[2]. Sobresalió, eso sí, por su emplazamiento único. Entre algunos
cartageneros dominaba la idea de que vivían en una de las ciudades más
importantes de las Indias, mezclando seguramente su importancia estratégica con
las aspiraciones legítimas de tener peso político, social y económico, ya que
no tenían objeción en defender a comienzos del siglo xvii que «el estado del
comercio y contratación que los años antes había esta ciudad, así de
mercadurías como de negros esclavos que se navegaban en mucho número, engrosaban
la plaza y trato de ella, de forma que en todas las Indias no había otra más
florida»[3]. 


Al principio, el gobierno municipal era
electivo por cooptación, hasta que parte de los puestos del cabildo se pusieron
a la venta. A lo largo del siglo xvii
hubo alrededor de 200 individuos que ocuparon puestos de regidor, de los que 50
lo obtuvieron por compra[4]. Cartagena, sin ser de gran tamaño, reunía determinados
alicientes que la volvían atractiva para un funcionario peninsular o criollo y
más para un gobernador, porque vivía abierta al mundo, aunque al mismo tiempo
expuesta a la codicia ajena, sin grandes riquezas naturales, pero en
condiciones de generar beneficios a partir de los intercambios comerciales.


Tenía algo más Cartagena, mucho más sin
duda, pues su emplazamiento en el borde de una gran bahía la convirtió en una
base estratégica de primer orden para mantener el sistema de seguridad que
garantizara la conexión comercial entre el virreinato peruano, manantial de las
riquezas mineras, y la metrópoli, a través del istmo de Panamá. Cartagena no solo
resguardaba en su bahía las flotas cuando se producía la no deseable invernada
en aguas americanas, sino que mantenía una flotilla, aunque demasiado endeble para
acudir en ayuda de los convoyes de galeones con destino a Portobelo en caso de
necesidad. Tamaña responsabilidad exigió, conforme pasaron las décadas, un
sistema defensivo tanto de fortificaciones y castillos como de galeras o
galeoncetes para obstaculizar cualquier intento de los enemigos de hacerse con
las riquezas transeúntes de uno a otro océano. Debían saber los enemigos que no
resultaría gratuito irrumpir en la ruta del gran comercio de la plata peruana,
porque antes tendrían que doblegar la fortaleza cartagenera, a lo que se
aplicaron franceses e ingleses en cada uno de los tres siglos, no solo mediante
el comercio ilegal, sino por el asalto directo, mientras que los holandeses,
como casi siempre, lo hicieron de forma más sutil a través del comercio desde
Curaçao[5]. En cualquier caso, Cartagena tuvo que dotarse de un sistema
defensivo de fortificaciones fijas que, en el siglo xvii, concretamente en 1697, resultaron ineficaces por la
traición de los encargados de defenderlas.


El municipio de Cartagena, pues, a lo largo del siglo xvii se volvió muy dependiente del
gobernador y del poder metropolitano que él encarnaba, porque para poder
obtener un poco de seguridad frente a los enemigos externos necesitó del
respaldo de quien podía proveer los recursos y los medios para levantar los fuertes
y cercar la ciudad de murallas. Esto no equivale a decir que la obra defensiva
la realizaran únicamente elementos externos a la ciudad, porque ella misma
contribuyó en gran medida con capitales y con el elemento humano, tanto de las
milicias ciudadanas como de la mano de obra esclava perteneciente a vecinos.
Cartagena, además, contó con una fuerza militar permanente estacionada en la
ciudad, lo que añadía otro poder de facto, con quien la población y la
autoridad municipal tenían que convivir, porque de ella dependían para sentirse
seguros. Así que el gobierno municipal de Cartagena bastante hacía con mantener
un cierto nivel de autonomía, que le disputaban tanto el brazo eclesiástico,
dentro del cual se hallaba nada menos que uno de los tres Tribunales del Santo
Oficio de la Inquisición instalados en América, como los poderes civil y
militar. 


Durante una década, al menos, tras el
asalto de Francis Drake en 1586, la ciudad vivió bajo el temor de un nuevo
ataque, que hubiera podido repetirse cuando en 1595 Drake regresó a ese
escenario, en esa ocasión a cebarse con la ciudad ístmica de Nombre de Dios,
aunque ese ataque fuera su tumba, porque allí encontró la muerte[6]. No obstante, seguían teniendo los vecinos de Cartagena un gran
concepto de su ciudad como una de las más hermosas y prósperas de las Indias,
aunque no se pudiera comparar con las metrópolis virreinales, que en el caso de
México le hacía expresar a Sigüenza y Góngora «amor grande que me ha debido mi
patria»[7]. Así
que se simultanean los elogios y las quejas en aras de un pasado algo soñado y
un presente de dificultades.


Ninguno de los poderes era ajeno a los
intereses de los habitantes de la ciudad, por supuesto, porque los militares
tenían como profesión defender un emplazamiento estratégico, lo mismo que el
gobernador de la plaza, que le había sido encomendada, pero a los vecinos les
iba aún más, pues defendían su ciudad en verdad, pero también sus vidas y
haciendas, ya que la gran amenaza a su seguridad provenía de la pérdida de los
bienes y del más preciado de todos, la vida. Tendrían que pasar años y
experimentar el riesgo de la presencia de merodeadores y de velas enemigas, al
tiempo que se adoptaban algunas medidas de construcción de fuertes en la
entrada de la bahía. No obstante, el cabildo en la primera década del siglo xvii, reflejaba que «ha venido a dar tan notable decaída y ser menos
así el trato de las mercadurías como la navegación de los negros que hoy no es
la mitad de lo que solía»[8].


¿Respondían estas sensaciones a la realidad o eran un
mecanismo para pedir mayor atención y protección de la autoridad metropolitana?
¿Podía ser cierto que hubiera descendido el comercio a la mitad? ¿Desde cuándo?
El sentir de los miembros del cabildo no se correspondía con la marcha del
ciclo de la plata en el Perú y del tránsito de la plata por el istmo de Panamá,
verdadero motor del comercio por Tierra Firme. ¿Entonces? Más parece que fuera
un problema local en Cartagena, que pudo estar relacionado con los esfuerzos
gubernamentales en la primera década por controlar el desorden de una ciudad de
difícil gobernación:


De las quiebras y trabajos, que esta
ciudad ha padecido de ocho años a esta parte, ha quedado tan necesitada y
despoblada que para volverla en alguna manera a su primero ser nos parece cosa
conveniente acariciar [a] los forasteros y viandantes, que a ella vienen, para
que ayuden a llevar las obligaciones que tienen y acudan a su defensa[9].


Si el argumento económico significaba
mucho para explicar la decadencia, había razones más serias en las que
coincidían alrededor de 1620 no solo los regidores sino los elementos
ilustrados de la ciudad, a saber, los miembros de órdenes religiosas. El
cabildo lo exponía, no sin cierto dramatismo, autocalificándose de «miserable
república»:


Solía esta ciudad ser de las más lucidas
y prósperas de las Indias y hase ido acabando y consumiendo de 25 años a esta
parte con las visitas de tantos jueces que han venido a ella, dejando la tierra
esquilmada y corta; júntase a esto en la ocasión presente los trabajos que se
sirve Dios de enviarle con hambre de cuatro años continuos, que ha que anda en
su comarca la langosta, que tala y destruye todas las sementeras y frutos de
ella sin dejarlas llegar a sazón y con la peste de viruelas y sarampión, que han
muerto más de dos mil esclavos, sin muchos muchachos, que ha importado esta
pérdida a los vecinos 600 000 pesos; y, sobre todo, los corsarios que la
molestan, teniendo tomado el paso por donde le vienen los bastimentos
necesarios a esta ciudad[10].


Hubo una coincidencia generalizada, a decir verdad, de que
Cartagena atravesaba años difíciles al comienzo de la década de 1620, pues
según el testimonio citado y otros semejantes tuvo su origen en cuatro causas
claras: la proliferación de jueces visitadores, la plaga de langosta, la
epidemia de viruela y sarampión y el constante peligro de los corsarios. Lo de
las visitas fue una realidad, porque en un cuarto de siglo se enviaron nueve
visitadores, algunos de ellos para realizar visitas muy importantes, como la de
Juan de Villabona Zubiaurre, que inspeccionó todos los pueblos de la provincia,
tasó el tributo de los indios, exigió a los encomenderos multas por trabajos
abusivos exigidos a los indios y elaboró unas ordenanzas modélicas que duraron
hasta el final de la encomienda en el primer cuarto del siglo xviii[11]. Otra visita no
menos importante al puerto de Cartagena, continuación de la inconclusa de
Antonio de Ovando en 1610, la realizaron los oidores Alonso Espino de Cáceres
en 1619 y Diego de Medina Rosales en 1620, que directamente afectaba a los
oficiales reales, pero indirectamente al tráfico ilegal de esclavos y a las
autoridades que lo amparaban, cuyos resultados arrojaron que en algo menos de
tres años el 70 % de los negros introducidos llegaba de forma ilegal. 


La langosta era un fenómeno periódico que ocasionaba grandes
destrozos y desequilibraba el régimen de subsistencia. Sin duda, la escasez de
alimentos tuvo que facilitar las epidemias y la pérdida de población, como la
de 2000 negros y muchachos jóvenes, si hemos de creer las informaciones. A tal
grado habían llegado «los trabajos y la inquietud continua que tienen los
vecinos, que han obligado a muchos a irse de esta ciudad y de tres meses a esta
parte han desocupado 120 casas»[12]. ¿Estamos ante un dato
creíble o se trata de una exageración del cabildo para ponderar la mala
situación?


Las comunidades religiosas secundaron estas mismas quejas en
pro del bien común, pero también en defensa de sus propios intereses, porque la
escasez de medios económicos también la habían sentido en la disminución de
limosnas y otro tipo de ingresos por encargos de misas[13].
Tanto el cabildo catedral como agustinos y jesuitas acudieron en apoyo de la
autoridad municipal para ponderar ante la Corte la difícil situación de la
ciudad a causa de la plaga de langosta, que había ocasionado una carestía de
alimentos y alguna despoblación, especialmente desde hacía cinco años[14].
San Pedro Claver fue parte de ese apoyo a la ciudad como miembro de la
comunidad jesuítica del colegio de Cartagena[15]. Ahí quedó su
firma en la carta que remitió la comunidad al rey. Algunos también ligaban el
decaimiento de la ciudad a la desaparición de las galeras, porque había
aumentado la inseguridad y los comerciantes habían dejado de acudir a aquel
puerto.


Siendo la situación de la ciudad susceptible de empeorar,
efectivamente empeoró. Bien sabido es que los mayores negocios de la ciudad se
realizaban al amparo de la negociación negrera, que en Cartagena estuvo
dominada por los portugueses hasta la fecha de su expulsión, a partir de 1640.







3. El dominio portugués


En toda la primera mitad del siglo la política con relación a
los extranjeros y, en especial a los portugueses, era de tal desorden que el
gobierno intentó encauzarla por medio de jueces visitadores, mal recibidos en
la ciudad, que no solo fiscalizaban las actuaciones de una ciudad algo
refractaria a las leyes, sino también porque generaban gastos que debían salir
de sus propios bolsillos[16]. Los vecinos se veían
muy exprimidos por su apoyo económico a la guerra contra los enemigos del
exterior y contra los cimarrones de dentro[17]: 


la ciudad desea conservar en ella el
poco trato y comercio que ha quedado y que siendo posible fuese en aumento, lo
cual no se haría si se apretase mucho a los vecinos de la dicha ciudad, que
están muy pobres, vejados y molestados con la continua guerra de enemigos, en
la cual y en la de los cimarrones han servido a v. a. a su
costa y sin premio alguno[18].


Enriqueta Vila, sin duda una gran experta de los negocios
portugueses en Indias, llega a decir que los portugueses en la primera mitad
del siglo tuvieron el monopolio del comercio legal e ilegal de la trata; estos
llenaron de esclavos los puertos indianos, permaneciendo de forma irregular una
vez llegados en los barcos de la trata, cuando los españoles tenían que cumplir
múltiples requisitos, hasta el punto de parecer que las Indias eran de los
portugueses[19].


Pero no solo los portugueses estaban implicados en los
manejos de ocultación de las entradas fraudulentas. En 1620 el contador de la
Real Hacienda, Alonso del Corral y de Toledo, caballero de la Orden de
Santiago, acusó a Francisco de Rebolledo, contador de la ciudad, de deber a la Real
Hacienda  

13 164 000 maravedíes de cantidad de negros ingresados sin licencia sin atender
al situado que tenía señalado para fortificaciones y carabelones[20].
En ese mismo año, Fernando de Sarria denunciaba que Antonio Fernández Delvás,
gran asentista portugués, se valía de la cédula que había conseguido para
legalizar las cantidades de negros llevados sin licencia mediante las «manifestaciones»,
lo que daba lugar a enormes fraudes de los que apenas una mínima parte se
rescataba, y que, en ese caso, importaba la cantidad de 13 331 164 maravedíes[21].
Las manifestaciones consistían en declarar los esclavos llevados de forma
irregular pagando los derechos estipulados. Huelga decir que tales cantidades
no se pagaban sino en una mínima parte, pues en Cartagena era normal
desembarcarlos antes de llegar a puerto, como denunciaron muchos, incluso
particulares, como en el caso de Alonso de Orozco, que por esas mismas fechas
se dirigía al rey para denunciar los grandes fraudes que se cometían[22].
Lo mismo que este, autoridades y particulares clamaban contra la corrupción de
esos empresarios que disfrutaban de asientos y que habían corrompido el
sistema.


La desaparición de los portugueses fue otro importante golpe
a la estructura de negocios de la ciudad, como lo manifestaba el cabildo en
1645:


está esta ciudad tan acabada que hoy casi se halla con la
tercia parte menos de su vecindad que, cuando para la grandeza de ella no
importa, para la defensa, lo que Dios no permita, si infestase esta plaza el
enemigo, harán muy grande falta[23].


Lo primero que destruyó la desaparición de los portugueses
fue el comercio de negros tan demandados en los mercados de Panamá y de Lima.
Pero en la propia Cartagena mucha gente vivía de ese negocio, no solo como
agentes y comisionistas, sino como empresarios que se servían de ellos y
simples empleados. Las consecuencias de la expulsión de los portugueses
quedaban bien patentes a finales de la década, según la pesimista descripción
del gobernador Pedro Zapata:


La riqueza de las Indias consiste en oro, plata, perlas y
esmeraldas. Cuesta tanto trabajo extraerlos que, si la providencia divina no
hubiese criado negros, todos los demás perecerían. Hace siete años que no
entran negros, lo que va a ser su ruina, pues un navío de negros también para la
 Hacienda produce más que los galeones. La falta de negros ha producido la
pérdida de indios, que no son capaces de hacer su trabajo[24].


El negocio se multiplicaba por variadas conductas de
contrabando. Por un lado, las cargazones se aumentaban con la promesa de
manifestar en el puerto de llegada la demasía y pagar los derechos
establecidos. Podían desembarcarlos en puertos menores, donde incluso los
recibían con gusto, dado que los necesitaban[25].


Si la ciudad necesitaba defensas para protegerse, no menos
requería de medios ordinarios de subsistencia que habían quedado bastante
maltrechos tras la expulsión de los lusitanos:


lo acabada que se halla esta república,
que no hay vecino que en ella se pueda sustentar por falta del comercio, que
solía haber de todas estas islas de Barlovento y negros de Angola, demás de la
falta de la Casa de la Moneda y ser una provincia que en ella no se saca oro ni
plata ni tiene frutos de importancia, que no hayan de venir de acarreto, y a
aquesto se allega los grandes derechos e imposiciones que la afligen con que
todos procuran desampararla y los mercaderes se ahuyentan y todo va en
disminución[26].


La preocupación defensiva fue constante,
seguramente motivada por la falta de medios con que sustentar a la guarnición,
de forma que no se sabe si la inseguridad provocaba escasez de recursos
económicos o si la penuria de recursos producía inseguridad. Sin duda alguna,
la seguridad representaba un gasto constante no solo por los hombres que
componían su guarnición, sino por las reparaciones de las defensas que se
deterioraban o destruían a causa de los temporales o el gasto del sistema móvil
de galeras primero y de carabelones después. Y desde la sublevación de Portugal
había cundido el estado de ánimo de pobreza que no permitía ningún gasto porque
no había dinero, tanto por los indultos a las flotas como porque no llegaba el
dinero de los situados, lo cual no solo dependía de las Indias, sino de la
metrópoli siempre corta de fondos[27].


En cualquier caso, el sentir de los
vecinos, o la sensación que transmitieron, fue siempre en esa misma dirección,
como en 1670:


A causa de la suma pobreza con que se
hallan los vecinos y moradores de esta ciudad respecto de haberle faltado el
comercio y modo de vivir que en lo antiguo tenían cuando venían los galeones
cada año y alquilaban sus casas, vendían algunos frutos bajando mercaderes de
Santa Fe, Quito y otras partes[28]. 


Pero a ese deterioro contribuían determinadas actuaciones de
los responsables del gobierno, entre los que estaba en primer lugar el
gobernador, a quien ese mismo año de 1670 los regidores acusaban «reconociendo
que esta ciudad por la violencia de los gobernadores había llegado a tan
miserable estado»[29].


En el subconsciente colectivo, aparte de la habitual
tendencia a idealizar la dureza de la vida con situaciones fuera de la
realidad, debió actuar la mentalización de los dominadores de la sociedad que
distraían la atención apelando a un pasado de abundancia, negociación y
comercio que probablemente nunca había existido como tal, salvo como fruto de
una idealización. Algunos de los vecinos puede que sí estuvieran interesados en
resaltar los años de prosperidad, si los hubo, en que la falta de controles
había propiciado grandes negocios, tanto por la impunidad de los protagonistas
como por sus abusos. 







4. Los gobernadores de Cartagena y el modo de resolver el negocio
negrero


Hubo todo tipo de personalidades y de actuaciones, aunque a
grandes rasgos se podrían distinguir dos períodos. Si en la primera mitad del
siglo se ocuparon de las obras de defensa de la ciudad, en la segunda mitad, se
registraron algunos de los peores abusos de los gobernadores, pues, no en vano,
cuatro de ellos fueron destituidos y uno huyó y se convirtió en prófugo de la
justicia. 


En la primera mitad tuvieron el gran reto de asegurar la
ciudad amurallándola. Las murallas del siglo xvii
se hallaban en casi los mismos sitios que más tarde, pero eran mucho más
endebles y en varios tramos se derrumbaron no una sino repetidas veces a causa
de los fuertes temporales. La obra más específica sobre el tema se debe a José
Manuel Zapatero[30]. Esta, sin duda alguna,
fue la mayor responsabilidad de los gobernadores. Pero tuvieron otras, como
defender a la población indígena, evitar alzamientos de cimarrones, controlar
el contrabando, mantener la guarnición defensiva para protegerse de los
enemigos y resolver el abastecimiento de mano de obra esclava.


Los extranjeros fueron motivo de preocupación porque en la
política general eran un estorbo, aunque necesarios a nivel local, como había
manifestado el gobernador Jerónimo Zuazo a comienzos del siglo:


porque muchos de estos son genoveses e italianos y
franceses, factores de algunos mercaderes de Sevilla, que si se ha de ejecutar
precisamente sin darles tiempo vendrán a mucho menos las haciendas de aquellas
personas de quien son agentes y una de las cosas que me hace vivir con mayor
cuidado es procurar que el caudal de los contratantes no vaya a menos, porque
las Indias se acabarán el día que quebrare el comercio de ellas. Hay otros
extranjeros de diferentes naciones, que han venido por forzados en las galeras
que han pasado de estas partes; habiendo cumplido el tiempo de su condenación,
se les ha dado libertad; hanse casado y avecindado en esta ciudad, que de estos
deben de ser hasta doce o catorce, los cuales es necesario que residan aquí
porque es la maestranza y oficiales para fabricar, hacer y reparar las galeras,
que aunque sean de diferentes naciones, no podemos dejar de valernos de ellos
por la necesidad que tenemos[31].


Queda claro que una cosa era el propósito del gobierno y otra
bien distinta la posibilidad de dejar a un lado a esos extranjeros italianos,
franceses, ingleses, holandeses o flamencos que no eran numerosos en
comparación con los portugueses, pero que seguían llegando en los navíos
negreros procedentes de África y se quedaban en la ciudad. ¿Podían echar a
todos los portugueses que mantenían el gran negocio del tráfico de esclavos sin
que la ciudad se resintiera al dejar de ingresar sus mayores recursos? ¿Podían
excluir a la mano de obra cualificada en el mini astillero de Cartagena cuando
iba tomando cuerpo no solo el almacenaje y trabajo de la madera, sino incluso
la fabricación y preparación de los herrajes, sobre todo clavazón, que se
realizaba allí? 


Uno de los gobernadores más polémicos fue Francisco de Murga,
militar de profesión y especialista en fortificaciones. Logró completar la
cerca de la ciudad, pero también destacó por su mal carácter y el trato
desconsiderado a los regidores de la ciudad. Sin embargo, fue mantenido en el
cargo porque era un hombre y gobernante justo, que no dudó en enfrentarse al
resto de autoridades, civiles, militares y religiosas, incluidos los
inquisidores, para mejorar la condición de los indios y evitar las malas prácticas
de gobierno. Por iniciativa suya se convocó una gran junta de autoridades de la
ciudad y provincia para intentar suprimir el servicio personal de los
indígenas.


La expulsión de los portugueses constituyó una prueba muy
difícil para el gobernador Melchor de Aguilera, que motivó una crisis en la
ciudad. Posiblemente ninguna causa condicionó tanto la acción de gobierno como
el gran negocio de la ciudad, a saber, el comercio negrero. Ni la defensa, ni
la guarnición, ni el miedo a los ataques exteriores la hacían necesaria, tanto
porque demandaban mano de obra las empresas cartageneras cuanto porque esa era
la actividad más lucrativa sin la que se paralizaban ingresos y negocios
urbanos, de forma que los sectores dirigentes estaban interesados en hallar una
solución. Al principio del siglo se intentó controlar el abuso en la
importación de negros por medio de visitadores, como ya se ha mencionado. Las
medidas para obligar el registro de los barcos cuando llegaban a puerto, el
envío de guardas a los barcos para que no hubiera quien se acercara a ellos, la
numeración de los esclavos llegados y su marcaje resultaban inservibles porque
se desembarcaban antes de llegar al puerto o, incluso llegados a puerto, los
guardas se dejaban sobornar y la numeración se hacía demasiado tarde.


El gobernador Aguilera, bien por propia iniciativa o por
sugerencia de la superioridad, elaboró un informe con sugerencias para reformar
el tráfico de esclavos, que consistía fundamentalmente en que la Casa de la
Contratación no debía dar licencia al cargador para transportar menos de 200
piezas, es decir, 50 más que se llevaban de ordinario, lo cual supondría un
ingreso extra de 3000 pesos. Como los cargadores llevaban exceso de piezas, esa
sobra de 300 que solían llevar les supondría con creces montos de los sobornos
a las autoridades y empleados locales. Entre Veracruz y Cartagena ingresarían
336 000 pesos, perdiendo los 132 000 del servicio de los asentistas a la
Corona, pero todavía arrojando un saldo positivo de 204 000 pesos. Todo eso
sobre el papel estaba muy bien, pero poco tenía que ver con la realidad, con el
fraude de las llegadas sin control, con la corrupción de las autoridades y con
los manejos turbios de los empresarios[32].


No fue el hecho más relevante de su gobierno, porque mantuvo
una pugna judicial contra el individuo más rico de la ciudad en la primera
mitad del siglo, Andrés Vanquésel, un descendiente de flamencos (de apellido
originario van Kessel) cuyo padre le había dejado rico con el comercio. No
acabó muy bien el gobernador, que fue apartado del gobierno mientras que la
causa contra Vanquésel fue sobreseída por el juez Bernardino Prado Beltrán de
Guevara y sus hijos amnistiados.


Otro de los gobernadores que tuvo problemas con la justicia y
que fue destituido antes de completar su mandato fue Pedro de Ulloa
Ribadeneira, maestre de campo, caballero de la Orden de Santiago, que
presentaba una hoja de servicios destacada con treinta y cinco años en los
campos europeos y peninsulares, como capitán de infantería en Flandes y se
había hallado en las batallas de Gravelinas y Dunquerque, en la frontera de
Portugal y en Castilla, hasta que recibió el premio de gobernador de Cartagena.
Su trayectoria estuvo caracterizada por su enfrentamiento con el cabildo, para
el que «su poco celo, ninguna disposición y mal trato» le llevaron a ser
destituido antes de tiempo, porque las cuentas no estaban muy claras y los
negocios de esclavos con extranjeros tampoco.







5. José Daza Guzmán, general de artillería


Pero el protagonista de la corrupción frente a los pasados
abusos de los portugueses fue un militar, José Daza Guzmán, que nunca se había
visto en un gobierno, salvo en los ejércitos. Los portugueses desaparecieron
cuando se produjo su expulsión, dejando una situación de necesidad que no
lograron cubrir los asientos que se hicieron con comerciantes particulares,
como Grillo, Lomelin[33] o Antonio García. Ante
las demandas de los empresarios cartageneros, se concedió a los gobernadores
que buscaran la forma de satisfacer esas necesidades de manera satisfactoria.
Esto sucedía en 1674, año en que entraba a gobernar José Daza y Guzmán, general
de artillería.


Don José Daza no era un cualquiera. Caballero de Santiago,
sargento general de batalla y teniente general de la caballería del ejército de
Cataluña, con una hoja de servicios tan impresionante en las guerras del
Piamonte, de Cataluña y de Extremadura, que hasta parecía poca cosa el premio
de la gobernación de Cartagena.


El gobernador y sus ayudantes plantearon resolver el problema
de la mano de obra sin contar con empresarios, sino directamente por su
autoridad. Pero comenzaron mal al aceptar ofrecimientos de negros llevados por
ingleses y holandeses desde Jamaica y Curaçao, respectivamente, siempre
justificándolo por las necesidades urgentes. Las denuncias fueron
suficientemente importantes y los testimonios tan masivos y conocidos por la
ciudad que llegaron a la corte por varios conductos. Los procedimientos que
utilizó el gobernador están descritos con minuciosidad por el sargento mayor
Diego José de Rada con los testimonios recogidos de los cabos y soldados de
guardia en las puertas y murallas de la ciudad durante las noches y, por otro
lado, por Álvaro Bernardo de Quirós, juez conservador del Tribunal del Santo
Oficio de Cartagena.


La denominada «memoria» del sargento mayor
sobre los navíos extranjeros llegados a las costas de Cartagena, tiene muchos
rasgos de sumo interés. Vale la pena conocerla no porque el tema del fraude en
Cartagena fuera novedoso, que no lo era, sino por el detalle y la concreción
con que se describen múltiples operaciones de contrabando, que reúnen todas las
exigencias de credibilidad y que en aquellos momentos afectaban directamente a
la máxima autoridad de la ciudad y provincia, su gobernador José Daza. A nadie
se le ocultaba el hecho del fraude comercial en Cartagena y menos a la
administración peninsular, que había hecho esfuerzos reiterados por limitarlo,
enviando visitadores y jueces[34].
No se podía esperar, sin embargo, que existiera una especie de diario de
operaciones para conocer un asunto de esta índole, nada menos que de la pluma
del sargento mayor, el encargado de la vigilancia y represión de esos delitos.
Sería algo parecido a incautarse hoy de la base de datos de la policía. Para
evitar el control de las autoridades sobre la correspondencia, este papel fue
llevado por un fraile que iba a Curaçao para no levantar sospechas, aunque
luego se dirigió a La Habana.


La memoria, como se puede apreciar por su
estructura, es una especie de diario que recoge lo que ocurría por las puertas,
esteros, murallas y alrededores de la ciudad, sobre todo tras la caída del sol,
cuando la oscuridad cooperaba en las operaciones fraudulentas. Esta memoria se
extiende desde el 2 de abril de 1675 hasta el 1 de marzo de 1677, es decir, a
lo largo de veintitrés meses. Arranca el mismo mes de la toma de posesión del
nuevo gobernador José Daza y Guzmán, general de artillería, que tuvo lugar el
11 de abril de 1675[35].


Las informaciones que suministra son
suficientemente variadas tanto sobre el tema central del fraude comercial ―introducción de negros bozales, fardos de telas y botijas y
frasqueras de aguardiente principalmente― como
de la ciudad y de sus actores. Siendo el protagonista principal su redactor,
Diego José de Rada, sargento mayor y máxima autoridad militar después del
gobernador, le siguen en importancia los testigos, a saber, los miembros de las
distintas compañías que actuaron en las guardias a lo largo de esos meses y que
podían testificar sobre los hechos relatados, porque el sargento mayor Rada no
escribe como testigo ocular sino como recopilador de las informaciones que le
suministran los informantes de su propia compañía y de las de Agustín Rosete, de
Alonso Cortés y de Antonio Muñoz. Esporádicamente menciona algunos componentes
sueltos de la Compañía Vieja o de la guarnición de alguno de los castillos de
la bahía.


El sargento mayor insiste reiteradamente
en que se basa en los testigos oculares de las actuaciones delictivas y
fraudulentas, aunque podía con motivo sospechar de ellos al haber sido
sobornados en varias ocasiones, cosa que ellos mismos confiesan. No obstante,
como no podía ser menos, Rada recopiló la información, apareciendo varias veces
en primera persona a la hora de impartir algunas órdenes, organizar las
guardias, aconsejar o advertir al gobernador sobre su conducta y sobre los
riesgos que podía comportar la admisión de extranjeros en la plaza y la
aceptación de regalos.


Indudablemente, esta memoria tiene una
finalidad de alegato y acusación contra el gobernador y su camarilla: el
teniente de gobernador Francisco Ramírez de Lezcano, el secretario del
gobernador Gonzalo de Astorga, el ayudante del gobernador Antonio Gil de Cotera
y los colaboradores, entre los que destaca su cuñado Juan del Burgo. En ella
aparecen los actores o colaboradores del fraude: los tratantes de esclavos,
compradores y vendedores, en especial Juan Antonio de Eraso y Francisco Blanco
de Acedo. Este escrito demuestra, como tantas veces, que todo acaba sabiéndose
por más secreto que se intente imponer a las operaciones fraudulentas, máxime
cuando tantas personas se veían involucradas y era de conocimiento muy
extendido entre la población. Lo más grave radicaba en la complicidad habitual,
casi rutinaria, del gobernador en autorizar introducciones ilegales, en
exculpar a los responsables del fraude, en liberar a los que estaban presos por
haber sido sorprendidos in fraganti o en acusar de falsedad a quienes
confesaban que el gobernador les había otorgado licencia previamente.


La vigilancia y el control que debía
ejercer la guardia no se podía separar de la situación socioeconómica y de la
tentación de los sobornos, ya que la dotación militar se hallaba sobrecargada
de trabajo a causa del escaso número de efectivos que se hallaban en
condiciones de prestar servicio. Si a ello se añaden los habituales y dilatados
retrasos en el pago de la soldada, se comprenderá que ello no hacía sino
agudizar la escasez de la tropa por las deserciones que se producían. Este fue
el argumento preferido por el gobernador Daza, a saber, el retraso o la falta
de paga para seguir reclamando a la administración peninsular, posiblemente con
el fin de distraer la atención del asunto del fraude en el tráfico esclavista.
De haber sido auténticas sus preocupaciones hubiera tenido que actuar de otra
forma más auténtica, pero posiblemente no le interesaba una mayor vigilancia de
las murallas por donde se colaban personas y mercancías sin apenas resistencia.


Para hacernos una idea del estado
lamentable del presidio, nada mejor que el informe del mismo sargento mayor de
la plaza, Diego José de Rada, que resumía las cifras de soldados disponibles de
las diferentes compañías (Tabla 1).


 





Tabla 1. Estado de la guarnición en 1677[36]


Algunos responsables civiles o militares
habían llegado a pedir alguna vez una guarnición de 800 efectivos, mientras lo
normal era que la plantilla teórica oscilara entre 400 y 500, de modo que se
puede imaginar lo que debía ser contar solo con la mitad del número normal y
apenas con una cuarta parte los disponibles, tal como figura en la tabla. Los
que se denominan ocupados fuera de sus compañías (32 %) tenían que ver con la
defensa, sí, pero no en sus unidades sino en diversos castillos, como Santa
Cruz, Manzanillo o San Felipe, o sirviendo en Tolú y Tierradentro como
sargentos instructores de las compañías milicianas en esas poblaciones. Es
cierto que realizaban unas tareas muy útiles, sin embargo, estaban impedidos
para realizar las guardias en la ciudad. Los enfermos, que sumaban en esta
ocasión 18,66 % del total, solían ser incluso más numerosos y arrastrar unas
convalecencias muy prolongadas, pues con frecuencia tardaban un año en sanar a
causa del clima, el agotamiento de los cuerpos y la falta de eficacia de los
tratamientos. El gobernador, paradójicamente, confesó a este respecto que «ninguna
fortaleza, por fuerte que sea, sin gente se defiende, ni la gente sin comer
puede vivir», agregando que se necesitaban siete puntos más de vigilancia en la
muralla, además de los catorce existentes y que cada uno de ellos debía ser
guardado por tres soldados en lugar de dos, si bien de la ciudad no se podían
sacar más, porque «los vecinos son muy pocos, porque no está ya como solía por
haberse despoblado mucho de algunos años a esta parte»[37].
Posiblemente, hacía estos juicios como militar que era, aunque no parece que
estuviera muy seguro de poder variar la situación o de estar dispuesto a
cambiarla.


Una interesante pista de cómo compuso la
memoria el sargento mayor la proporciona él mismo al contar cómo tuvo que
recoger la información que se le hurtaba y que él iba recopilando con retraso,
pues hasta las guardias esquivaban encontrarse con él ―también ellos eran sobornados o admitían regalos a cambio de no
cumplir con su deber de denunciar o apresar mercancía ilegal― cuando alguna noche se personaba en las murallas:


Y con esto, Señor, es necesario, porque están mal
enseñados, o que declaren quién les ha mandado o que observen lo contrario. He
rondado algunas veces quedándome a dormir algunas noches en la muralla. Siempre
me han hurtado el cuerpo y nada he podido remediar y lo que yo he llegado a
saber siempre ha sido de allí algunas semanas y meses que han sucedido, porque
así los que han andado en estas cosas como los soldados todos se han cautelado
de mí[38].


Pero no son los únicos mencionados, porque
también asoman algunos pertenecientes a las Compañías de Diego Márquez, de la
Vieja y de la de Morenos, y los castellanos de los fuertes de San
Felipe, Juan de Berrio del Castillo; de Santa Cruz, Juan de Rada; y de
Bocachica, Sancho Jimeno de Orozco. Entre los tratantes de
negros, quien más veces aparece y siempre en primer lugar es Juan Antonio de
Eraso, al que acompañan el contador Francisco Blanco, Alonso Castellar,
Francisco de Santa María y Bartolomé Narváez de Alcibia, así como varios
clérigos, el maestro Bernal, los padres Medrano, Albornoz y Miguel de los
Reyes.


El secretario del gobernador, Gonzalo de
Astorga, aparece en persona una docena de veces, tanto embozado para pasar
desapercibido en alguna ocasión u oculto tras las cortinillas de un coche, como
abiertamente autorizando la salida de canoas en las puertas de la ciudad a
deshoras, admitiendo el ingreso de cargamentos fraudulentos y en una ocasión,
según se dice, admitiendo un soborno de 300 pesos. Lo más impactante, por
tanto, en esta línea es el ambiente de fraude desde el poder que refleja el
documento. A pesar de conocerse lo que ocurría, solo muy excepcionalmente se
detenía a alguien, se embargaba la carga de personas o mercancías o se ponía en
conocimiento de la autoridad. Lo normal era el soborno de los vigilantes, las
denuncias desatendidas o la excusa de que el gobernador lo conocía y que, por
tanto, estaban autorizados a realizar esas operaciones.


El segundo extenso informe, pero no pormenorizado, se debe al
juez conservador del Tribunal del Santo Oficio Álvaro Bernardo de Quirós,
hombre profundo y equilibrado para emitir juicios ponderados y no personalizar
en exceso, aparte de compasivo con el que había delinquido. De forma muy
elegante exoneró al gobernador de cierta culpa, aunque tuvo por indudable que,
de haberse hecho las cosas según las leyes, habrían entrado en las cajas al
menos 150 000 pesos. Pero:


digo a v. e.
que este es un delito de toda una ciudad (de que pocos se escapan) y que en
ella hay diversos delincuentes; unos que por sus oficios debieron estorbarlo y
no lo han hecho; otros que influyeron y lo ejecutan siempre para el permiso con
los gobernadores por el camino del interés y los que con él tienen destruido el
comercio; y otros, que ni pudieron impedir ni influyeron y solo gozaron de la
ocasión[39].


Y ¿qué hacer en una situación tal cuando muchas personas se
hallaban implicadas? Solo cabía seguir el camino de la benignidad, según
Bernardo de Quirós, para no encender el fuego de la discordia, pues existía una
complicidad de la ciudad. Había unos responsables muy concretos y directos
junto al gobernador, que eran su «mujer y hermano [cuñado] movidos del interés»,
pues a él le tenía por «buen caballero, fácil, de buena intención, pues
engañándole todos, juzga que nadie le engaña ... le tengo en algún modo por
digno de su piedad», hasta el punto de pedir para él un cambio de destino,
donde no se le corrompa y, sobre todo, en atención a su edad y a sus méritos
pasados. 


Rada habló repetidas veces al gobernador advirtiéndole de los
riesgos que estaba corriendo con su conducta, poniéndole incluso el ejemplo del
gobernador Ulloa, que había sido destituido, y por su cuenta intentó dificultar
lo más posible a los extranjeros, invitados del gobernador, su entrada y
movimientos por la ciudad.


En los últimos días de 1677 el Consejo, que había recibido un
memorial del gobernador Daza para frenar su destitución, que preveía imparable,
a la vista de toda la información se ratificó en que «consta que hay mayor
culpa en el gobernador por haber admitido navíos holandeses con cargazón de
negros, que se introdujeron sin licencia suya, contra el dictamen de los
oficiales reales y de algunos de los regidores»[40].


¿Cuál era la magnitud del delito? Delito había por un solo
caso, pero con el gobernador Daza se habían repetido tantas veces... No había
acuerdo ni podía haberlo en cuanto al número de negros introducidos, pues el
inquisidor Juan Gómez de Mier manifestó el «general dolor que esto ha causado»,
a saber, la introducción de más de 5000 negros en poco más de un año. Bernardo
de Quirós no se atrevió a dar cifras, mientras que del largo relato del
sargento mayor se obtienen 1600, aunque hay muchas otras cantidades sin
precisar, que pudieron llegar a la cifra mencionada. Junto a la mercancía
humana llegaron grandes cantidades de ropa de todo tipo y aguardiente en
frasqueras. El gobernador intentó defenderse alegando que le presionaban los
holandeses o que los holandeses le estaban suministrando los negros del asiento
de Antonio García y que, de todos modos, si él no los admitía, los iban a
colocar en cualquier punto no vigilado de la costa. ¿Cómo contrarrestar, sin
embargo, el haber autorizado la entrada de un navío con 450 negros y haberlos
vendido sin pagar las tasas establecidas tras público pregón entre 250 y 300
pesos por individuo? ¿Cómo defenderse de haber recibido un soborno de 10 000
pesos que le habría hecho el capitán? Este tipo de sucesos habían sido
reiterados.


Por regalos de mucha menor importancia el sargento Rada le
advirtió de las posibles consecuencias, recordándole siempre lo sucedido al
gobernador Ulloa:


el dicho vizcaíno lo metió en el puerto y en efecto trajo
una carta para el Gobernador desde Jamaica con un barril de cerveza de regalo.
Yo me atreví a volverle a decir lo mismo que le dije la otra vez y que no
admitiera el dicho barril de cerveza ni otra cosa alguna de ellos, que todo era
muy pegajoso a su crédito y que no los permitiera estar ni una hora en el
puerto, que le escribiera al Gobernador de Jamaica que quería ser su amigo,
pero no su correspondiente y que lo mismo hiciera con cualquier navío de
extranjeros que con cartas y otro cualquier pretexto viniera aquí. Volvíle a
poner el ejemplar de lo que le había sucedido al dicho don Pedro de Ulloa, que
le quitaron el gobierno[41].


Todo lo narrado afectaba a la ética y a las leyes; suponía un
mal ejemplo y un escándalo para la ciudadanía, que en una persona pública
revestía mayor delito, pero quedaba en el ámbito personal y de la conciencia.
Ahora bien, haber introducido a los enemigos, ingleses y holandeses, en la
ciudad y haberles franqueado todos los puertos y embarcaderos y haberles
paseado por la ciudad y enseñado el dispositivo defensivo, eso ya tenía otros
tintes, que el Consejo no dudó en calificar como «crimen de lesa Majestad»:


por haber permitido entrada y comercio libre a ingleses y
holandeses en una plaza tan celosa y de tan grande importancia y consecuencia
como es la de Cartagena, por consistir en ella la conservación de los reinos
del Perú, siendo la llave y antemural de aquella provincia, debiendo causar
esto el sumo cuidado y sentimiento con que está el Consejo de que habiendo
fiado v. m. de D. José Daza la
defensa y seguridad de aquel puerto y habiendo tan rigurosa prohibición para
que no se admitan navíos extranjeros para comerciar, haya dado lugar a que se
hayan admitido tanto como se dice en las cartas referidas[42].


Es difícil imaginar que un profesional de la trayectoria del
general Daza fuera convencido por su mujer, por su cuñado o por quien fuera, para
cometer semejantes tropelías de lesa majestad, porque ya no se trataba de
corrupción, sino de traición a la patria, pues al mismo tiempo que se gastaban
tantos dineros para mantener un sistema defensivo, con esta acción nada menos
que el gobernador, militar de profesión, vendía por interés los secretos de una
plaza de trazado complejo, como Cartagena y de gran importancia estratégica
para el virreinato del Perú. En el Consejo no salían de su asombro considerando
los peligros que acechaban a la plaza y las razones que se pueden sospechar
para que los enemigos la intentaran sorprender y, al mismo tiempo, la facilidad
y ligereza con que se había admitido a ingleses y holandeses dentro de la
ciudad dándoles facilidades de conocer el puerto, las caletas, fortificaciones
y el dispositivo de la muralla. Concluía que era «tan grave el daño y perjuicio»
que «de ninguna manera conviene que D. José Daza continúe en aquel puesto».


El gobernador contaba con unos socios para hacer posible el
negocio, a saber, empresarios de la compra y venta de negros, entre los que
destacaban Juan Antonio de Eraso, Francisco Blanco y Nicolás Rodríguez, que tenían
la infraestructura de estancias y habitaciones para alojar a los que llegaban y
los capitales para adquirir cantidad de piezas en un solo lote. Difería, no
obstante, de la situación antigua de los portugueses, porque ahora el poder
público controlaba el flujo comercial. El gobernador era el más culpable, pero
los demás también lo eran. El secretario del gobernador Gonzalo de Astorga se
hizo presente en numerosas ocasiones de forma nada honrosa, bien encubriendo a
su superior o siendo protagonista de sobornos a la guardia para que dejara pasar
la mercancía.


Aunque los ejemplos serían numerosos, baste alguno para
mostrar la forma en que actuaba el secretario Astorga, pieza fundamental en las
operaciones de entrada de los esclavos por las noches: «Lo que públicamente se
dijo fue que al dicho secretario le dieron trescientos pesos de regalo porque
callara y que el dicho Esteban vendió uno de ellos [de los esclavos] para
dárselo». El procedimiento habitual consistía en salir en general por la puerta
de Santa Catalina entre las 9 y 10 de la noche para volver al cabo de varias
horas, aunque otras veces se podían demorar días:


que los dichos nombrados habían salido por la dicha puerta
de Santa Catalina y que se fueron por tierra y que el secretario del gobernador,
D. Gonzalo de Astorga, salió con ellos y que después de haber hablado afuera
entre ellos gran rato, se volvió el dicho secretario; y que esto fue cosa de
diez o doce días antes que volviesen con las dichas canoas con que estuvieron
fuera todo aquel tiempo; y que lo que comúnmente se dijo y él oyó decir era que
habían salido con dinero a comprar negros y ropa y frasqueras de aguardiente[43].


Los fraudes se cometían introduciendo las piezas en canoas o
balandras en las que eran perfectamente visibles o, si la operación se
realizaba a través del puente con Getsemaní, en coches cuyas cortinillas iban
echadas para no ver lo que iba dentro. Con la presencia del secretario las
guardias no se sentían con autoridad para cumplir con su deber:


Domingo Vega, soldado de la compañía de Muñoz que estaba de
guardia entonces en la dicha puerta de Santa Catalina y que llegando a querer
reconocer las dichas canoas le dijo el dicho D. Gonzalo, secretario del
Gobernador, que también se halló con ellos, que era demasiado puntual y prolijo
en el servicio del rey, y también que aquello todo iba por orden del gobernador
y que además de lo dicho que llevaban las dichas canoas, vio el dicho D.
Domingo una caja de cosa de vara y media de largo, donde él y todos los demás
que lo vieron dijeron a una que allí llevaban el dinero para hacer el empleo y
que iban hacia Zamba a aguardar y buscar a las balandras extranjeras[44].


El sargento mayor, encargado de la seguridad de la plaza, no
podía contemplar indiferente cómo el gobernador admitía en la ciudad a los
extranjeros, que habían sido y seguían siendo rivales y enemigos.


A seis de octubre llegó aquí un navío grande inglés
de Jamaica y a cosa del avemaría desembarcó un inglés en la playa de Santo
Domingo y salió el Gobernador allí a recibirlo y el dicho inglés le dio una
carta y se lo llevó en su coche a su casa. Al otro día, a las siete de la
mañana me mandó a mí que fuera a recibir otros a la dicha playa, que habían de
desembarcar allí y que los trajera a todos. Desembarcaron tres y los pajes, que
serían hasta diez negros, no los dejé desembarcar. Llevélos a su casa del Gobernador.
Al otro día, ocho, me mandó que en un coche los llevara a pasear por la ciudad
y los llevé porque me lo mandó y no los dejé ver sino solo algunas calles en el
centro de la ciudad, con el cuidado de que no vieran la muralla ni sus avenidas
y esto fue entre diez y once de la mañana[45].


Ante tal cúmulo de testimonios incriminatorios el Consejo no
tuvo otro remedio que ordenar se hiciera «exacta averiguación de los delitos y
excesos que han cometido D. José Daza y demás culpados para que sean castigados
ejemplarmente» y se nombrara un juez para el caso. No se dejaba nada a la
improvisación puesto que se estaba tratando con un general, de tal forma que el
juez, cuando llegara a Cartagena, tendría que contar con el general de los
galeones para prender a Daza y ponerlo en un sitio seguro y retirado donde
tomarle confesión y hacer las diligencias convenientes y en cuanto volvieran
los galeones de Portobelo a Cartagena, lo entregara al general para embarcarlo
preso hacia España. A la mujer y a su hermano, el cuñado de Daza, ordenó
llevarlos a Santa Fe y que todos los bienes pertenecientes al gobernador fueran
depositados en la Real Caja. 


Aunque el Consejo propuso como juez a Juan Ignacio de
Trujillo, fiscal de la Audiencia de la Casa de la
 Contratación de Sevilla, no fue el designado, sino el oidor de la
 Audiencia de Santa Fe, Juan Mier de Salinas, que además de juez era clérigo.
Huelga decir que este juez, el novato de la
 Audiencia, recogió testimonios de todos los personajes importantes de la
ciudad y que las condenas también fueron numerosas. El general Daza, su cuñado
Juan del Burgo y el secretario Gonzalo de Astorga regresaron presos a Sevilla,
donde el general guardó prisión urbana, no domiciliaria y más tarde se le
autorizó regresar a Madrid en las mismas condiciones[46].


El general Enrique Enríquez de Guzmán remitió preso a la
cárcel de la Contratación de Sevilla a Daza junto con su cuñado del Burgo y su
secretario Astorga. En Sevilla el depuesto gobernador pidió prisión
domiciliaria para poder curarse de sus achaques, cosa que le fue concedida y,
posteriormente, poder trasladarse a Madrid para evitar los elevados gastos de
alojar a la familia en Sevilla[47].
Celebrado el juicio fue sancionado con una multa de 2000 pesos, que
posteriormente se le rebajaron y finalmente se sobreseyeron del todo. Una
cédula real levantaba el castigo de 1000 pesos y dos años de suspensión de
cargo político, impuesto «sobre la introducción de esclavos negros en aquel
puerto», por carecer de medios para mantenerse, en atención a sus servicios
como militar y por si fuera necesario recurrir en el futuro a su experiencia[48].
De todas formas, incluso sin sanción, terminó en el deshonor, cuando antes de
ocupar el cargo de gobernador había alimentado la esperanza de convertirse en
consejero de Indias.







Reflexión final


¿Fue la conducta de Daza una desviación personal y ocasional
o, por el contrario, representaba un modelo de conducta o de mala conducta
entre los investidos de poder? En la
 Cartagena de esta segunda mitad de siglo más parece haber sido la norma que la
excepción, aunque también hay que valorar la actuación de los controles
gubernativos y específicamente judiciales que le quitaron del cargo sin piedad.
La hoja de servicios del general hubiera dado miedo de no haber mediado la alta
traición. Así que de aquel dominio privado en el negocio del comercio negrero
entre un asentista que lo podía todo y unos portugueses que tenían montada una
red corrupta, se desembocó en un sistema controlado desde el poder político con
la justificación de hacer posible el abastecimiento y evitar la especulación.
Sin embargo, lo que se consiguió fue la máxima corrupción desde la aparente
impunidad del poder. Un avance formidable que facilitó amasar beneficios a los
amigos del poder y al propio gobernador. Menos mal que, a pesar de todo, los
controles funcionaron y el lento pero inexorable brazo de la justicia alcanzó
en ocasiones hasta aquellos que se creían a salvo.


No obstante, las consecuencias no quedaron ahí a nivel de los
implicados de la administración, pues el deterioro del gobierno se hizo crónico
con el descuido de la hacienda que provocaba la pérdida de miembros de las
compañías que garantizaran la seguridad. Habían llegado a tal nivel los
retrasos en las pagas de la tropa que ya no había en la ciudad quien admitiera
dar crédito a los soldados, es decir, aceptar suministros a cuenta de las
futuras pagas, lo cual tuvo como consecuencia múltiples deserciones, lo que
dejaba a las compañías muy disminuidas para hacer frente a cualquier ataque
exterior, como se ha puesto de manifiesto en la composición de las compañías en
1677, que estaban en el 25 % de su plantilla teórica. De modo que la corrupción
tenía graves consecuencias.


Como se venía advirtiendo insistentemente la plaza corría
grave peligro de perderse, si el enemigo hacía algún intento de atacarla, como
de verdad ocurrió en 1697, cuando Bernard Desjean, Barón de Pointis junto con
Jean Baptiste Ducasse asaltaron la plaza. El gobierno de Cartagena había
llegado a tal deterioro que el propio gobernador Diego de los Ríos, lejos de
resistir los ataques, ordenó la retirada de los castillos con lo que de poco
sirvieron gestos heroicos, como los del castellano de Bocachica Jimeno de
Orozco[49]. La corrupción había
producido estas consecuencias: desánimo en los defensores y traición en el
máximo responsable, el gobernador. La ciudad tenía sus defensas, tenía muros y
castillos, pero el espíritu de lucha se había quebrado. Fue sin duda un proceso
acumulativo que tuvo en el centro la corrupción, cuyo origen empezaba en la
península con nombramientos inadecuados y una filosofía falsa de premiar con
cargos que contemplaban el premio más que el desempeño de una misión.
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